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Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 
la Jueza Colom García y la Jueza Cortés González 

 
Colom García, Jueza Ponente 

 
RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Wall & Building Corporation  [Wall & Building], solicita la 

revisión de la resolución en reconsideración que emitió el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala de San Juan [TPI], el 25 de 

mayo de 2016, notificada el 31 del mismo mes y año.  Mediante 

dicha resolución, el TPI declaró no ha lugar la solicitud de 

reconsideración que presentó Wall & Building y de esta forma 

denegó realizar cierto descubrimiento de prueba a la Alcaldesa 

Carmen Yulín Cruz Soto.   

 Por las razones que se exponen, DENEGAMOS el recurso. 

ANTECEDENTES 

 El 24 de junio de 2015 Wall & Building presentó una 

demanda sobre incumplimiento de contrato y daños y perjuicios 

contra el Municipio de San Juan y Carmen Yulín Cruz Soto, como 

alcaldesa de la capital.  En la demanda alegó que suscribió con el 

Municipio de San Juan el 30 de junio de 2012, el contrato 

intitulado “Acuerdo Preliminar para el Arrendamiento de Bienes 

Inmuebles Municipales para el Diseño, Construcción, 
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Financiamiento, Operación y Mantenimiento del Nuevo Centro de 

Gobierno Municipal de Río Piedras”.  El 22 de octubre de 2012, el 

acuerdo, se suscribió en escritura pública.  

 El Municipio y la Alcaldesa contestaron la demanda.  El 8 

de febrero de 2016 Wall & Building le cursó un primer pliego de 

interrogatorios y requerimiento de producción de documentos al 

Municipio y a la Alcaldesa en su carácter oficial.   Dos días 

después, la Alcaldesa presentó una Moción para solicitar que se 

dicte sentencia por las alegaciones y para que se paralice el 

descubrimiento de prueba contra la aquí compareciente hasta 

tanto se adjudique la presente moción.  La Alcaldesa solicitó la 

desestimación de la acción en su contra, ya que la demanda de 

Wall & Building era por incumplimiento de contrato y daños 

causados por el incumplimiento, y ella no tenía relación 

contractual con Wall & Building.  Además, por no existir 

fundamento legal para incluir a la Alcaldesa en su capacidad 

individual.  El demandante se opuso a la petición de la Alcaldesa 

y el 13 de abril de 2016 el TPI dictó sentencia parcial.  En el 

trasfondo procesal, el TPI indicó lo siguiente: 

 Wall & Building Corporation presentó la presente 

acción para reclamar el resarcimiento por daños y 

perjuicios que imputa un alegado incumplimiento  de un 
contrato suscrito entre dicha corporación y la Ciudad 

Capital durante el año 2012, para la construcción y 
posterior arrendamiento a 30 años de una nueva torre 

municipal.  Además del Municipio Autónomo de San 
Juan, se acumuló como parte co-demandada a al Hon. 

Carmen Y. Cruz Soto, actual alcaldesa de dicha ciudad.  
Aunque del epígrafe surgía que Cruz Soto había sido 

demandada “en su capacidad oficial como Honorable 
Alcaldesa del Municipio Autónomo de San Juan”, las 

alegaciones parecen solicitar remedios contra dicha en 
su capacidad personal.  Durante la vista inicial 

celebrada en el presente caso, la representación legal 
de la parte demandante aclaró que, en efecto, 

procuraban remedios contra la Alcaldesa en su 

capacidad personal. 
 

 El TPI evaluó la demanda, así como los escritos de las 

partes y concluyó que la reclamación era incumplimiento de 

contrato y resarcimiento de daños excontractus.  Indicó que las 
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únicas partes contratantes que se obligaron en el contrato objeto 

de la acción fueron Wall & Building y el Municipio de San Juan.  

Consecuentemente, desestimó con perjuicio todas las causas de 

acción presentadas contra la Alcaldesa en su carácter personal.  

Wall & Design solicitó reconsideración en cuanto a la paralización 

del descubrimiento de pruebas dirigido a la Alcaldesa en su 

carácter oficial, pues esta acción aún está vigente.  La Alcaldesa 

se opuso a la reconsideración, al argüir que no procede contestar 

los interrogatorios y los requerimientos de producción de 

documentos que le sirvió Wall & Design, por no ser parte en el 

litigio. 

 El 26 de mayo el tribunal de instancia denegó la solicitud 

de reconsideración de Wall & Design.  En desacuerdo con esta 

decisión, Wall & Design acudió a nuestro foro al indicar que erró 

el TPI “al no expresarse y otorgar tácitamente la solicitud de 

paralización de descubrimiento de prueba hecha por la 

Honorable Alcaldesa de San Juan Carmen Yulín Cruz Soto, en su 

carácter personal”.  

 El Municipio de San Juan solicitó la desestimación del 

recurso por falta de jurisdicción, toda vez que la Alcaldesa no es 

parte del pleito y sostuvo que el asunto interlocutorio que se 

pretende que se revise limita la jurisdicción apelativa.   Wall & 

Design se opuso a la desestimación.  Trabada la controversia en 

cuanto al descubrimiento de pruebas enviado a la Alcaldesa de 

San Juan, procedemos a resolver. 

 EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS 

El auto de certiorari constituye un vehículo procesal 

discrecional que permite a un tribunal de mayor jerarquía revisar 

las determinaciones de un tribunal inferior. IG Builders et al. v. 

BBVAPR, 185 DPR 307 (2012); Pueblo v. Díaz de León, 176 DPR 

913, 917 (2009); García v. Padró, 165 DPR 324, 334 (2005). 
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Descansa en la sana discreción del foro apelativo el expedir o no 

el auto solicitado. García v. Padró, supra.     

A esos efectos, la Regla 52.1 de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 52.1 (2009), dispone:      

Todo procedimiento de apelación, Certiorari, 
certificación, y cualquier otro procedimiento para 

revisar sentencias y resoluciones se tramitará de 

acuerdo con la ley aplicable, estas reglas y las reglas 

que adopte el Tribunal Supremo de Puerto Rico.    

 

El recurso de Certiorari,  para revisar resoluciones u 

órdenes interlocutorias dictadas por el Tribunal de 
Primera Instancia solamente será expedido por el 

Tribunal de Apelaciones cuando se recurra de una 
resolución u orden bajo las Reglas 56 y 57 de este 

apéndice o de la denegatoria de una moción de 
carácter dispositivo. No obstante, y por excepción a 

lo dispuesto anteriormente, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones 
interlocutorias dictadas por el Tribunal de Primera 

Instancia cuando se recurra de decisiones sobre la 
admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, asuntos relativos a privilegios 
evidenciarios, anotaciones de rebeldía, en casos de 

relaciones de familia, en casos que revistan interés 
público o en cualquier otra situación en la cual 

esperar a la apelación constituiría un fracaso 
irremediable de la justicia. Al denegar la expedición 

de un recurso de Certiorari, en estos casos, el 
Tribunal de Apelaciones no tiene que fundamentar su 

decisión.    

Cualquier otra resolución u orden interlocutoria 

expedida por el Tribunal de Primera Instancia podrá 
ser revisada en el recurso de apelación que se 

interponga contra la sentencia sujeto a lo dispuesto 
en la Regla 50 de este apéndice sobre los errores no 

perjudiciales.    

    

Por otro lado, el Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 

LPRA Ap. XXII-B en su Regla 40 señala los criterios que 

debemos tomar en consideración al atender una solicitud de 

expedición de un auto de Certiorari, a saber:    

A. Si el remedio y la disposición de la decisión recurrida a 

diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 

derecho. 

B.  Si la situación de hechos planteada es la más 
indicada para el análisis del problema.  
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C.  Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.  

  

D. Si el asunto planteado exige consideración más 
detenida a  la luz de los autos originales, los 

cuales deberán ser elevados, o de alegatos más 
elaborados.  

   

E.  Si la etapa del procedimiento en que se presenta 
el caso es la más propicia para su consideración.  

   

F.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa no causa un fraccionamiento indebido del 

pleito y una dilación indeseable en la solución final 
del litigio.    

   

G.  Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.      

   

El Tribunal Supremo ha expresado que “los foros 

apelativos no deben pretender administrar ni manejar el trámite 

regular de los casos ante el foro primario”. SLG Zapata-Rivera v. 

J.F. Montalvo, 189 DPR 414 (2013).  En torno al descubrimiento 

de pruebas, los tribunales de instancia tienen amplia discreción 

para regular el ámbito del descubrimiento, pues es su obligación 

garantizar una solución justa, rápida y económica del caso, sin 

ventajas para ninguna de las partes. Rivera Durán v. Banco 

Popular, 152 DPR 140 (2000); Martínez Rivera v. Tribunal 

Superior, 85 DPR 1, 13 (1962).  La discreción significa tener 

poder para decidir en una forma u otra, esto es, para escoger 

entre uno o varios cursos de acción. García v. Asociación, 165 

DPR 311 (2005).  El adecuado ejercicio de discreción judicial 

está estrechamente relacionado con el concepto de 

razonabilidad. SLG Zapata-Rivera v. J.F. Montalvo, supra, Rivera 

Durán v. Banco Popular, supra pág. 155. De igual forma, “no 

significa poder para actuar en una forma u otra, haciendo 

abstracción del resto del Derecho”. SLG Zapata-Rivera v. J.F. 

Montalvo, supra; Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 

DPR 651, 658 (1997).  

De ordinario, no se intervendrá con el ejercicio de 

discreción de los tribunales de instancia, salvo que se demuestre 
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que hubo un craso abuso de discreción, o que el tribunal actuó 

con prejuicio o parcialidad, o que se equivocó en la 

interpretación o aplicación de cualquier norma procesal o de 

derecho sustantivo, y que nuestra intervención en esa etapa 

evitará un perjuicio sustancial.  Lluch v. España Service Sta, 117 

DPR 729 (1986); Zorniak v. Cessna, 132 DPR 170 (1992).  Si la 

actuación del tribunal a quo no está desprovista de base 

razonable ni perjudica los derechos sustanciales de una parte, lo 

lógico es que prevalezca el criterio del juez de instancia a quien 

corresponde la dirección del proceso. Sierra v. Tribunal Superior, 

81 DPR 554, 572 (1959). 

De acuerdo a la mencionada normativa evaluamos la 

presente actuación judicial. 

Wall & Design alegó que el TPI desestimó la demanda 

incoada contra Carmen Yulín Cruz Soto en su carácter individual, 

pero no como alcaldesa de la Capital.  Al continuar la Alcaldesa 

como parte del caso, tiene que someterse a los interrogatorios y 

requerimientos de producción de documentos que se le sirvieron 

en su carácter oficial.  No nos persuade. 

El TPI dictó sentencia parcial para desestimar la acción 

contra la Alcaldesa de San Juan en su carácter personal.  El TPI 

explicó en el trasfondo procesal de la sentencia que,  aunque en 

el epígrafe se incluía a Cruz Soto como Alcaldesa de San Juan, 

las alegaciones de la demanda parecían solicitar remedios en su 

capacidad personal.  Indicó el foro primario que, en la vista 

inicial, la representación legal del demandante aclaró que 

procuraban remedios contra la Alcaldesa en su capacidad 

personal.1   

Así que, ante la premisa de que las alegaciones de la 

demanda contra la alcaldesa eran en su carácter individual, el 

foro de instancia desestimó con perjuicio la acción contra la 

Alcaldesa y permaneció la acción contra el Municipio de San 

                                                 
1
 Sentencia, Apéndice pág. 107 
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Juan.  Wall & Design no solicitó reconsideración en cuanto a la 

desestimación, no obstante, cuestionó que se paralizara el 

interrogatorio y producción de documentos que le había enviado 

a la Alcaldesa en su carácter oficial.   Esta petición también fue 

denegada, luego de que el TPI evaluara los argumentos de 

ambas partes.   

En su proceder, no vemos que el TPI incidiera al denegar 

la reconsideración y con ello el descubrimiento de prueba 

enviado a la Alcaldesa, pues la acción subsistió únicamente 

contra el Municipio de San Juan.   Con la sentencia parcial, la 

Alcaldesa ya no era parte del procedimiento y por tanto, no tenía 

que contestar el descubrimiento de pruebas que se le había 

enviado.   Sobre este particular, la Regla 30.1 de Procedimiento 

Civil, que regula el ámbito de los interrogatorios, dispone que 

“[u]na parte podrá notificar interrogatorios por escrito a 

cualquier otra parte para ser contestados por la parte así 

notificada, o si ésta es una corporación pública o privada o una 

sociedad, asociación o agencia gubernamental, por cualquier(a) 

oficial, funcionario(a) o agente de éstas, quien suministrará 

aquella información que esté al alcance de la parte.” 32 LPRA Ap. 

V, R. 30.1. (énfasis nuestro)  De otro lado, en cuanto al 

descubrimiento de documentos, la Regla 31.1, también expresa 

que “[a]demás de tener derecho a que se produzca cualquier 

documento o cosa para ser inspeccionado con relación a un 

examen bajo la Regla 27 de este apéndice, o interrogatorios bajo 

la Regla 30 de este apéndice, una parte podrá notificar a 

otra, sujeto a lo dispuesto en la Regla 23.2 de este apéndice, 

una solicitud para que: (1) Produzca y permita inspeccionar, 

copiar o fotografiar, por o a nombre de la parte promovente, 

determinados documentos, papeles […]” 32 LPRA Ap. V. R. 31.1 

(énfasis nuestro) 
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A todas luces, tanto la Regla 30.1 como la 31.1 de 

Procedimiento Civil de Puerto Rico, identifican que el 

descubrimiento de pruebas de los interrogatorios y producción 

de documentos, será enviado de una parte a otra parte.  Como 

indicáramos, la única parte que continúa en este pleito, que trata 

sobre incumplimiento de contrato y daños ex contractus, es el 

Municipio de San Juan.  La acción contra la Alcaldesa quedó 

desestimada,  luego de que el TPI evaluó que la demanda, en 

realidad fue instada en la capacidad personal de la Alcaldesa.    

Ahora bien, Wall & Design no queda desprovisto del 

descubrimiento, pues aún queda vigente la acción contra el 

Municipio de San Juan, a quien también le había enviado el 

correspondiente descubrimiento de pruebas, y las Reglas de 

Procedimiento Civil proveen otros medios para obtener 

información. 

Tras revisar el expediente, junto a la normativa antes 

mencionada, procede denegar el recurso por no estar presentes 

ninguno de los criterios de la Regla 52.1 de Procedimiento Civil, 

supra, ni de la Regla 40 de nuestro Reglamento.  No 

encontramos que el TPI abusara al denegar el descubrimiento de 

pruebas dirigido a la Alcaldesa, quien no forma parte del caso.    

Es sabido además, que los asuntos relacionados al 

descubrimiento de pruebas, son trámites del manejo del caso, 

para los cuales el foro de instancia dispone de amplia discreción 

para dirigirlos.    

DICTAMEN 
  

Por los fundamentos antes expresados, se DENIEGA el 

recurso de certiorari.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

           Dimarie Alicea Lozada  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones  
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